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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Beatriz Argimón. 


MIEMBROS: Señores Representantes Roque Arregui, Nahum Bergstein, José Carlos Mahía y Pablo 
Mieres. 


INVITADOS: Señor Director de Cultura de la Intendencia Municipal de Montevideo, doctor Gonzalo 
Carámbula. 


SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida al señor Director de Cultura de la Intendencia Municipal de Montevideo, 
doctor Gonzalo Carámbula, a quien invitamos en virtud de algunos trascendidos que hemos escuchado. 
Hemos conversado con él y personalmente le cursamos la invitación, por lo que tuvo la deferencia de venir a 
compartir con nosotros esta reunión de trabajo. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Gracias por recibirme y por mostrar interés en esta iniciativa. Aunque este 
tema es de resorte estrictamente municipal, soy consciente de que cuando trascendió públicamente 
provocó polémica. Es comprensible que una Comisión sensible a los temas de la cultura como ha sido 
esta, quiera conocer de primera mano las ideas que manejamos. Nos estamos refiriendo a la 
modificación del régimen de exoneraciones que tienen las entradas de los espectáculos 
cinematográficos. Vulgarmente, tomó estado público como el 7% para las entradas de cine, pero 
subrayo que se trata de una modificación del régimen de exoneraciones. 


¿En qué consiste la idea? Partimos de un presupuesto, que puede ser compartido o no, pero que nos parece 
determinante: es bueno que haya cine nacional. Se puede considerar que no es necesario que haya cine 
nacional y entonces esta iniciativa no tendría marco de análisis. Nosotros partimos de la base de que es bueno 
que haya cine nacional. Frente a la pregunta de cómo se financia el cine, tanto en nuestro país como fuera, 
debo decir que en todas partes -excepto en tres lugares- el cine se financia básicamente con subsidios del 
Estado o formas indirectas de aportación de dineros públicos a través de la recaudación de impuestos de los 
más diversos orígenes. 


En ciertos lugares como Francia, Alemania y otros países europeos, hay diferentes medidas de protección a la 
industria cinematográfica nacional, algunas con recaudación a través de impuestos a las entradas de cine e 
impuestos a la circulación comercial de otros productos audiovisuales, como los videos y otros formatos. 
También hay otros mecanismos de protección, que en Uruguay no existen, como la cuota pantalla, que 
consiste en prefijar la obligación que tienen tanto las salas cinematográficas como las programaciones 
televisivas en cuanto a que debe haber una determinada cantidad de producción de origen nacional. En 
América, el caso más cercano que tenemos es el de Argentina. Efectivamente, el fondo del Instituto Nacional 
de Cine Argentino se sustancia básicamente con impuestos a las entradas de cine. En Brasil hay otros 
mecanismos. Básicamente, la financiación del cine nacional en Brasil se hace a través de los incentivos 
fiscales. En nuestro país hay una legislación de una Rendición de Cuentas del año 1992 o 1993 muy genérica, 
que nunca se reglamentó, sobre incentivos fiscales; o sea que no tenemos establecido este régimen. 


Cuando hablaba de tres excepciones a esta regla universal, me refería a Estados Unidos, China e India. Este 
último país es el principal productor de cine. El mecanismo de la India es sustentarse a sí misma, ya que tiene 
un gran mercado interno, una diversidad de dialectos y de lenguas en su interior, un fuerte estímulo de la 
producción cinematográfica y muy bajos costos de producción. China tiene un régimen de distribución 
concentrado en el Estado que garantiza la circulación y la promoción directamente por parte del Estado. 
Estados Unidos tiene un sistema que incluye subsidios, diferimiento de pagos de impuestos para la 
producción cinematográfica, incentivos fiscales y, sobre todo -en el caso particular de este país, con una 
producción de más de setecientas películas anuales-, el mercado interno absorbe los costos. Además de estos 
mecanismos menos claros, como el subsidio e incentivos fiscales, el mercado interno absorbe los costos de su 
producción. Si tomamos el año 2001, el promedio de costo de una producción cinematográfica en Estados 
Unidos es de US$ 20:000.000. En nuestro país, la película que tuvo mayor costo de producción fue "En la 
puta vida"; con el dólar a otro precio, costó más de US$ 1:000.000. Las otras películas que hemos conocido 
están en el entorno de los US$ 400.000 y US$ 500.000. 


Me interesa resaltar este aspecto, porque creo que habría reflexiones para hacer sobre el tema impositivo y la 
circulación de bienes y servicios culturales, lo que dejo para otra oportunidad. Muchas veces los mecanismos 
de "dumping" y "antidumping" que se analizan para otros bienes y servicios que circulan en el mundo no se 
suelen considerar cuando vemos los temas de bienes y servicios culturales. 


En cuanto a la iniciativa, estuvimos siguiendo el debate y el análisis de la Comisión de Industria, Energía y 
Minería de la Cámara de Diputados, no solo en esta Legislatura sino en la anterior. Hubo proyectos de ley 
presentados en la Legislatura anterior y en esta donde, entre otras cosas, se planteaba la determinación de un 
impuesto no solo a las exhibiciones cinematográficas sino también a los videos y a la comercialización en el 
ámbito audiovisual. Asimismo, en uno de los proyectos de ley se planteaba la cuota pantalla. 


Estamos expectantes para que esto se pueda concretar. No se concretó por diferentes motivos. Además, 
tenemos información por parte de algunos legisladores miembros de la Comisión de Industria, Energía y 
Minería consistente en que colocar un impuesto a las entradas de cine podía ser inconstitucional, en tanto 
existe un impuesto municipal que no se está implementado. Entonces, como responsable del Departamento 
de Cultura, entendí que debíamos mantener un régimen de apoyo a la coproducción que hemos iniciado en el 
año 2000. 


Aclaro a los señores Diputados que básicamente la financiación del cine nacional ha tenido una plataforma de 
lanzamiento en el FONA -Fondo Nacional del Audiovisual-, que teóricamente se nutre con el pago de una 
suerte de canon de los canales privados y -más teóricamente- con un aporte del Ministerio de Educación y 
Cultura. Consiste, esencialmente, en que a la presentación de proyectos, un jurado determina un premio de 
hasta US$ 80.000. 


Si visualizáramos cuatro etapas -diseño, producción, distribución y marketing-, el FONA se ubica al final del 
diseño del proyecto y al principio de la producción. Es un premio a una idea, a un proyecto presentado. 
Desde el año 2000, el Departamento de Cultura viene haciendo un aporte, llamado Convenio de 
Coproducción, en el período final de la producción, cuando el rodaje de las películas está prácticamente 
terminado. En realidad, es un convenio de coproducción; no es un premio. La naturaleza se asemeja a un 
préstamo o a una coparticipación en la inversión. Lo iniciamos con la película "En la puta vida" y lo hemos 
desarrollado con las últimas, en valores que han oscilado según las posibilidades presupuestales del 
Departamento de Cultura y según las negociaciones que se han hecho con los productores cinematográficos. 


El concepto es que no sería bueno que se ahogara en la orilla una película que fue premiada por el FONA, 
por Ibermedia y por Sandals Films -de Robert Redford-, que llegó a desarrollarse, hacer el rodaje y ya está en 
las etapas finales. Sumo esa expresión a otra idea: aseguremos que haya una inversión en el sector 
audiovisual y que pague el trabajo nacional. En los convenios de coproducción se establecía expresamente 
que se debían saldar las deudas del trabajo nacional -sea actoral o de servicios- que había insumido la 
película; no se trataba de plata para remitir a eventuales socios en el exterior. El otro concepto es que se trata 
de un préstamo y, cuando la película tenga posibilidades de generar determinada renta, este volverá al Fondo, 
retroalimentándolo para otras películas. Ese fue el concepto con el que trabajamos desde el año 2000. Las 
condiciones del mercado y las dificultades de colocación de las películas ha hecho que esa circulación haya 
sido relativamente nula o lenta. Recién este año, la película "En la puta vida" está empezando a revertir 
dineros; "Corazón de fuego" también está aportando y "El viaje hacia el mar" ya está incorporando algo del 
dinero que le prestamos, que fueron unos $ 750.000. 


Nosotros no tenemos presupuesto para seguir financiando este programa; nos parece que vale la pena. Vimos 
lo que estaba pasando a nivel nacional con otras fuentes de financiación e hicimos el siguiente análisis. Los 
espectáculos públicos musicales, teatrales y cinematográficos tienen un impuesto del orden del 10%. Los 
musicales nacionales y extranjeros lo están pagando, con alguna diferenciación según una escala que hemos 
acordado con la Junta Departamental. Los espectáculos teatrales nacionales no están pagando -están 
expresamente exonerados desde hace unos años de este 10%-, pero los extranjeros sí lo pagan. Los 
espectáculos cinematográficos están exonerados desde el año 1986; cuando la exhibición cinematográfica 
empezó a entrar en crisis, se exoneró de este 10%. Pensamos que con esta herramienta a mano a nivel 
municipal, sin tener que estar esperando e inclusive demandando del Parlamento y otras instancias, podíamos 
utilizarla, volcando esta exoneración con que hoy cuenta comercio cinematográfico, es decir, esos mismos 
recursos, a la producción nacional cinematográfica. Con ese razonamiento, propusimos -enviamos la 
propuesta a la Junta Departamental- reducir la exoneración a un 30%. Es decir que de un impuesto del 10%, 
la exoneración se reduce del 100% al 30%, y el impuesto queda en un 7%. 


Manejamos la cifra del 7% en base a que para otros emprendimientos, como los musicales, ya tenemos 
categorías de 80%, 50% y 20%, según sean producciones nacionales, regionales o internacionales, que hemos 
acordado con la Junta Departamental en pleno, unánimemente. Además, de 0% a 10% nos manejamos en 
base a algo que voy a decir con total simpleza. El precio promedio de cada entrada que nosotros tomamos 
cuando estábamos elaborando esta idea -en abril de este año- era de $ 65. Pensamos que $ 5 más no era algo 
significativo en el caso en que se trasladara al precio de la entrada y eso nos daba una pauta de cuál podía ser 
un porcentaje. Por el desarrollo de la polémica privada y pública y al hablar con el Centro Cinematográfico 
del Uruguay, etcétera, nos enteramos de que el precio promedio -no solo lo que aparecía al público sino 
incluyendo las promociones- era del orden de $ 55 o $ 57 al año pasado, con lo cual el 7% sería menos de 

$ 5. Aclaro que se trata de un sector empresarial que es transparente y que ha trabajado muy seriamente, 
sobre todo por sus características y porque el debate con ellos ha sido franco, también en los números, no 
solo conceptualmente. Vimos que las empresas -por razones empresariales- aumentaron el precio de la 
entrada; algunas $ 6,5 y otras $ 4 o $ 5. Entonces, lo que en determinado momento tomó estado público en 
cuanto a que si el valor de una entrada aumentaba $ 5 podía implicar un repliegue del consumidor, no fue así 
porque, de hecho, el público ya había absorbido el aumento que el sector empresarial había tomado. Este 
aumento no resuelve al sector empresarial el aumento del costo del dólar, pero a los efectos de cómo se 
planteó el debate -si el público podía pagar o no este precio-, se pudo efectuar el aumento. 


Esto lo pensábamos plantear para la Rendición de Cuentas, pero por diferentes motivos -además de que los 
Ediles entendieron que no era el mejor ámbito- elevaremos el proyecto de resolución -luego de haber hecho 
algunos ajustes- al Intendente para que sea remitido a la Junta Departamental. 


Por último, quisiera hacer referencia a dos o tres puntos en cuanto a los ajustes. Cuando se dio el debate 
público, dije que exceptuábamos a las películas latinoamericanas y en torno a ello se dio un debate entre lo 
ideológico y lo no ideológico. En un borrador que tenía escrito, figuraba ALADI pero lo sacamos y lo 
dejamos circunscripto al MERCOSUR. Si me preguntan por qué hacemos eso, respondo -como le dije al 
Ministro Guillermo Valles cuando estuvimos hablando de otros temas vinculados con los acuerdos 
comerciales y la cultura-, que por un tema de coherencia con un discurso político. No es una cuestión de 
principios; además, es coherente con determinado tipo de diferenciaciones que hacemos al teatro y a la 
música. 


Cuando hablamos de exoneración a películas y a exhibiciones cinematográficas del MERCOSUR, nos 
referimos a producciones independientes, entendiendo por tales que no están asociadas a cadenas de 
distribución. Este es el concepto de independiente que tiene Ibermedia. Para poner un ejemplo concreto, 
"Ciudad de Dios" es una película brasileña, pero vino por la distribuidora de Hollywood; en ese caso, no 
estaría exonerada. Estamos hablando de producciones independientes que no tienen una asociación con 
mecanismos de distribución. 


Otra precisión que quiero hacer es que se da hasta un 15% de la producción, es decir, si uno tiene una 
película de US$ 1:000.000 no puede recibir por esta vía más de US$ 150.000 porque, de lo contrario, puede 
implicar un desnivel en un subsidio público, en una financiación pública, con respecto a la búsqueda y el 
desarrollo de la empresa particular. La otra limitante es que no se puede dar más de un 20% del fondo que se 
presume pueda tener en el ejercicio; la propuesta es que este fondo se llame Programa Montevideo Socio 
Audiovisual. Quiere decir que si hay para repartir US$ 200.000 ninguna película puede exceder el 20% de 
esa cifra para, por lo menos, garantizar que cinco películas tengan acceso a este fondo del socio audiovisual. 
Además, si una película sale US$ 1:000.000 y se le prestan US$ 150.000, prácticamente deja vacío al fondo y 
no permite el equilibrio. 


SEÑOR MAHÍA.- El doctor Carámbula ha sido muy gráfico y explícito en la fundamentación de un 
asunto que ante la opinión pública apareció con el tema del 7%. Evidentemente, este asunto era mucho 
más sustancioso que ese tan manido 7%, que terminó sin iniciativa de la Intendencia llevándolo, de 
hecho, por la vía del mercado al costo que la gente debe pagar. Esta iniciativa que comenzó en el debate 
público en abril va a estar en los próximos meses a consideración de la Junta Departamental de 
Montevideo y a partir de la iniciativa a presentare, va a tener vigencia. ¿Es así? 


SEÑOR CARÁMBULA.- Sí. Quisiera hacer una pequeña precisión. En realidad, empezó en julio 
porque se filtró la idea que se estaba manejando su inclusión en la Rendición de Cuentas. Antes 
habíamos hablado con los empresarios y productores cinematográficos. En este período hicimos una 
nueva ronda; los diferentes sectores interesados tienen el borrador del proyecto. Ya inicié el trámite 
desde el Departamento de Cultura para que el Intendente lo mande en los próximos días a la Junta 
Departamental. Supongo que en no más de quince días -tomando en cuenta el trámite burocrático del 
traslado- estará allí. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El contexto anterior era diferente al de esta oportunidad en la cual el señor 
Intendente estaría enviando esta iniciativa. En época de Rendición de Cuentas, esto trascendió un 
tanto fuera de contexto; trascendió sobre todo la polémica, más que la argumentación de la medida. 


Me interesa saber en qué marco está enviando el señor Intendente esta propuesta. El doctor Carámbula dice 
que todos quienes están vinculados con este tema ya tienen el borrador y que ha conversado con todos. 
Además, seguramente la Comisión de Educación y Cultura de la Junta Departamental va a convocar a los 
agentes relacionados con el tema. De alguna manera, ya habría un camino transitado a favor de esta iniciativa 
por parte de los propios actores, beneficiarios, operadores, etcétera. 


¿Cómo llega este proyecto a la Junta Departamental, teniendo en cuenta el nuevo contexto? ¿Está más claro? 
Creemos que en la medida de nuestras posibilidades es bueno colaborar con que se dé el debate, en forma 
cristalina, pero a su vez contribuir a que las cosas salgan. En definitiva, a todos nos interesa colaborar con el 
cine nacional. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Los productores de la Asociación de Productores y Realizadores de Cine y 
Video del Uruguay han manifestado su acuerdo en publicar una declaración en aquella oportunidad. 
Algunos a título individual preguntan por qué a las películas del MERCOSUR y a las uruguayas, y por 
qué no a todas. Por eso digo que es un tema de coherencia con nuestro discurso político y no es una 
cuestión de principios. Los gremios reiteraron su apoyo a la iniciativa. Otros gremios están 
directamente implicados, porque no hay que olvidarse que la industria cinematográfica es como la de 
la construcción -aunque no sé si ahora lo sigue siendo-: dinamizadora de otros trabajos. 


El Presidente del Centro Cinematográfico del Uruguay es el contador Gervasio Reyes. He hablado tanto con 
él -con quien tengo una buena relación; además ha venido a la Comisión de Industria, Energía y Minería del 


Parlamento a plantear algunos reparos- como con el Secretario Alvaro Caso. Además, he hablado con algunas 
de las empresas, particularmente con Movie Center. Con ella tenemos un nivel de diálogo por diferentes 
razones. Es una de las empresas que concentra entre el 60% y el 70% del mercado de la exhibición 
cinematográfica. Sus autoridades me han dicho -yo no quiero hablar por ellos- que no están en desacuerdo 
conceptualmente, pero que un 7% en este contexto habría que trasladarlo al precio y les parece que es mucho, 
lo que comprendo. Ahí aparece el debate de $ 4, $ 5 y $ 6. Les anuncié que seguía trabajando en este punto y 
les mandé el borrador. El contador me contestó que mantuve el 7%. En este lapso, desde julio hasta ahora, no 
tuve ninguna propuesta alternativa. En cierto momento, hubo alguna sugerencia de parte de algún empresario 
en cuanto a contemplar algún tipo de apoyo como, por ejemplo, que ese aporte sea gradual o que se plantee 
de otra manera. No hubo tal planteamiento y él me lo reconoció telefónicamente. Me dijo: "Tenés razón; no 
te hicimos llegar ninguna alternativa". 


Reitero que me parece fundamental que se discuta la fuente de financiación. Hay cifras que no dije, pero se 
dieron en el debate público y me parece bueno que los señores Diputados las manejen. Asimismo, quisiera 
hacer un comentario sobre la Dirección General Impositiva, porque creo que es un tema que le puede 
interesar a la Cámara de Diputados. La suma de los siete proyectos que el FONA había aprobado era del 
orden de los US$ 2:400.000 de producción. Lo que el FONA le estaba aportando en aquella oportunidad era 
alrededor de US$ 400.000, más algunos aportes nacionales se podía llegar a US$ 470.000 o US$ 500.000. El 
resto eran inversiones que se conseguían con premios y socios en el exterior. Estamos hablando de una 
industria que no solo genera trabajo y una gran dinámica -se estima que la producción cinematográfica 
genera un 75% de valor agregado; el Peso invertido en esta industria tiene una multiplicación mayor que 
cualquiera de las industrias que nosotros conocemos en materia de valor agregado-, sino que prácticamente el 
60% son inversiones extranjeras que entran al país a ocupar mano de obra nacional. Este elemento me parece 
muy significativo y es lo que estamos discutiendo. 


¿Dónde entra la DGI? Uno de los que intervino en la polémica pública fue el Director de la DGI, Eduardo 
Zaidensztat, quien dijo en una entrevista radial que a la cultura no había que gravarla. Quiero trasmitir a los 
señores Diputados algunos datos de las versiones taquigráficas de la Comisión de Industria, Energía y 
Minería de la Cámara de Representantes en cuanto a que hay un IVA que se paga a la distribución y a la 
exhibición, que se traslada a precio. Este sí es claramente inconstitucional -por decirlo de alguna manera-, 
aunque yo en forma pública he hablado de "teóricamente incorrecto". Es un IVA que se traslada en un tanto 
por ciento. El componente del costo de una entrada de cine es el siguiente: hasta un 75% de distribución y 
exhibición, alrededor de 13% de IVA, más el alquiler que se le paga a los shoppings donde están ubicados los 
cines, que es del orden del 12%. Es decir que en el valor de la entrada de cine tenemos más de un 3% de 
impuestos nacionales -IVA-, cuando los espectáculos públicos no deberían tenerlos, un 12% de 
arrendamiento que va al costo de la entrada de cine y lo demás, como corresponde, es utilidad para los 
empresarios del sector. También me referí al 45% de distribución y hasta el 55% de los exhibidores y la 
distribución como parte del mismo negocio. Sobre esas medidas aparece el IVA que es del 23%, pero 
trasladado al precio en el 100% termina siendo del orden de más del 3%. Esto se puede leer en las versiones 
taquigráficas del 3 y 4 de abril del año pasado de la Comisión de Industria, Energía y Minería. 


Podríamos hablar de otros sectores que están particularmente gravados, a veces en forma doble sobre un 
mismo hecho generador. Hay artistas extranjeros que pagan IVA más cachet. Me parece lógico cuando se 
trata de un espectáculo comercial; no me parece tan lógico -eso formó parte de mi conversación con el 
Director Zaidensztat- que si la Embajada de Estados Unidos financia al Director Stanley De Rusha el cachet, 
y el patrocinante de la filarmónica, el Radisson Victoria Plaza, le paga el alojamiento, nosotros tengamos que 
pagar $ 30.000 de IVA e IRP sobre los $ 70.000 del cachet del Director que, reitero, no pagamos nosotros, ni 
la Embajada de Estados Unidos. Es decir que está muy gravado. 


Lo que planteé al Director de la DGI -estoy hablando en un ámbito político y me interesa colocar estos 
temas- fue una solución que no es posible en Uruguay. Sin embargo, él vio otras posibles. Cuando charlamos 
estas cosas y nos pusimos de acuerdo, lamentablemente, se estaba yendo el Ministro Atchugarry. Voy a poner 
el ejemplo del que hablamos en el momento en que estuvimos analizando este tema con el Director 
Zaidensztat. La película "Wisky" estaba rodándose en ese momento; son los mismos jóvenes productores de 
"25 Watts". Esos productores ya están tomando costos de IVA y COFIS, es decir que los insumos que están 
utilizando para el rodaje son con IVA y COFIS. Si uno es un productor de cine y no es una agencia 
publicitaria no tiene cómo descontar el IVA y el COFIS; además, al final del producto tampoco tiene cómo 
descontarlo. Si tuviese oportunidad de descontarlo al final, estaría pagando hoy IVA y COFIS desde el hotel, 


el "catering", el taximetrista, el chofer, los artistas y recién al cabo de un año y medio, cuando empieza el 
final de una película, podría darse una recuperación. La solución que le sugeríamos -el Director Zaidensztat y 
el señor Aguiar, su asesor, me explicaron por qué no era posible- era lo que hacen los norteamericanos. Hoy 
dije que Estados Unidos tiene varios mecanismos de apoyo al sector audiovisual. Uno de ellos es considerar 
la obligación tributaria, pero el pago debe hacerse al momento en que se produce. Acá eso no se puede hacer, 
porque el responsable, obligado, para retener es el comerciante y no el productor cinematográfico y, por lo 
tanto, no se podría diferir el IVA al dueño del hotel, del taxímetro, etcétera. 


Esto está vinculado con lo que dije antes de los US$ 2:000.000 de ingresos de divisas de una producción. 
Estudiamos la posibilidad de que se fuese a considerar una evolución de impuestos como un sector 
exportador. Esto quedó planteado. No tiene que ver con el área de resorte municipal; simplemente, lo planteé 
en el contexto de una serie de temas tributarios vinculados con la actividad cultural, entre los cuales estaba 
esta iniciativa. De todas maneras, ya que los señores Diputados han tenido la gentileza de escucharme, lo 
presento porque es un parte de una serie de elementos que podrían colaborar para que pudiéramos seguir 
impulsando la industria nacional del cine, que tiene una dimensión desde el punto de vista económico de la 
que hablamos antes. De la dimensión cultural no hablé porque me parece obvia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del señor Director de Cultura de la Intendencia 
Municipal de Montevideo por la posibilidad de intercambiar ideas sobre un tema que, seguramente, 
volverá a estar en el debate en las próximas semanas. Por ello, previo al debate es interesante conocer 
la fundamentación e informarnos sobre algunos aspectos que no conocíamos. Creo interpretar el 
espíritu de la Comisión en cuanto a colaborar, en la medida en que podamos, para que esta situación se 
destrabe. Nosotros estamos para apoyar medidas que se plasmen en hechos concretos. Somos 
conocedores de los atrasos que hay para aportar al fondo, y eso repercute notoriamente en proyectos 
que han quedado estancados. Cuando el señor Intendente envíe la iniciativa a la Junta Departamental, 
podemos hacer un seguimiento del tratamiento en la Comisión respectiva del legislativo comunal. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Muchas gracias. 


No sé si los señores Diputados conocen el libro "Imaginarios y Consumo Cultural"; de lo contrario, entiendo 
que sería importante que estuviera en la biblioteca del Palacio Legislativo. Se trata de una encuesta sobre 
consumo cultural que hizo la Facultad de Humanidades, dirigida por Hugo Achugar y un grupo de personas. 
Es interesante saber que la población muestra una actitud positiva cuando se le pregunta: "El apoyo público 
para hacer películas en el Uruguay: ¿debe ser mantenido?" "La población muestra una actitud positiva al 
respecto, ya que el 41% señala que este apoyo debe ser aumentado y el 40% mantenido en los niveles 
actuales". Cuando esta encuesta se hizo, tanto el FONA como este convenio de coproducción ya existían, 
aunque la gente no lo supiera. Y hay un 6% que dice que habría que eliminarlo. Igual, me parece que es 
bueno que conozcan estas cifras. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias. 


(Se retira de Sala el señor Director de Cultura de la Intendencia Municipal de Montevideo, doctor Gonzalo 
Carámbula) 


SEÑOR ARREGUI.- Quisiera señalar que se está produciendo un atraso sensible en el pago de las 
partidas de los comedores en las escuelas del interior; se ha pagado en escuelas de Montevideo, 
Canelones y en escuelas de tiempo completo. El atraso es de un mes; no voy a mencionar lo que genera 
esta situación, porque todos la entienden. Ayer mantuve una entrevista con el señor Ministro de 
Economía y Finanzas y me explicó que lo que sucede es que la Contaduría General de la Nación no 
libera las partidas correspondientes. Hacía poco que el Ministro había llegado del exterior y no conocía 
el tema; prometió ocuparse. Más allá de la buena voluntad que dispuso, quería informarles esto y, si 
hay acuerdo, desearía que la Comisión le traslade la preocupación para una pronta liberación de las 
partidas. Creo que lo más rápido es elaborar una nota, firmada por la señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A título informativo, cuando hace quince días me convocó el Ministro Alfie 
por algunos otros temas, una de las preocupaciones -lo había hablado con el señor Diputado Mieres- 
era la reiteración del atraso de las partidas de alimentación. El Ministro nos dijo que la voluntad era 


que a partir de este mes -había habido algún problema- estas se efectivizaran puntualmente. Siempre 
aparece un lugar donde se trancan las partidas. Y el tema es demasiado sensible y repercute de forma 
impresionante en la vida de las instituciones. Entonces, si les parece bien, hacemos una nota, resaltando 
la preocupación que reiteradamente esta Comisión ha tenido sobre el tema. 


SEÑOR MIERES.- Comparto la preocupación y la idea. También a título informativo, digo que 
mañana tengo una entrevista con el señor Ministro Alfie, a la hora 10 y 30, por temas no solo sociales 
sino vinculados con el Nuevo Banco Comercial. Y voy a aprovechar la oportunidad para reiterar el 
reclamo. 


SEÑOR MAHÍA.- Quisiera hacer referencia a la no presencia del COCIDEN en esta Comisión de 
Educación y Cultura de la Cámara de Representantes. Nuestra fuerza política había solicitado que se 
realizaran concursos para lograr la efectivización y solucionar toda la problemática planteada por los 
no egresados y los egresados. Hace muchos años que los concursos no se ponían en práctica y, según 
informaciones que me han brindado, en el mes de octubre se comenzaron a realizar. Estos concursos se 
basan una resolución del CODICEN, en acuerdo con Secundaria. La fecha de inscripción es hasta el 31 
de octubre. 


Sería bueno insistir sobre esto cuando el CODICEN esté presente. Importa conocer las características de los 
concursos: si son de oposición y mérito en el caso de los no egresados; si son de mérito en el de los 
egresados; cuál es el tiempo previsto para la efectivización; si esta Administración se hará cargo de las 
resultantes de todos estos concursos y de la efectivización de los docentes o si lo hará una futura 
administración en función de los plazos con los que se están dando las cosas. 


Creo que deberíamos agregar todos estos elementos a la convocatoria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En primer lugar, quiero decir que si hay algo manifiesto por parte del 
CODICEN es la voluntad de no querer venir a la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de 
Representantes, porque el planteamiento y el anuncio se los hizo la Comisión respectiva de Senado. Por 
eso, la invitación del otro día de quienes quisieran asistir a la Comisión del Senado. Dejo expresa 
constancia en la versión taquigráfica de que yo no fui, pero no porque no me interese el tema. Creo que 
ningún integrante asistió por una cuestión de respeto hacia esta Comisión que había sido la primera en 
plantear este tema. Estábamos muy preocupados y había sendos proyectos de ley de distintos 
legisladores tendientes a tratar el tema. Me parece que se debió tener un mínimo de respeto, amén de 
esa carta bastante intolerante que recibimos. Todo ello se enmarca dentro de lo que yo interpreto como 
una voluntad clara de no querer venir a esta Comisión. 


De cualquier manera, vamos a insistir, quizás en otros términos que trasmitan el espíritu y sentir de la 
Comisión. También podemos enviarles esta parte de la versión taquigráfica. 


Creo que en tanto somos Representantes nacionales, tenemos todo el derecho a convocar cuantas veces 
queramos al CODICEN para conocer a fondo los temas. 


SEÑOR MAHÍA.- Inclusive, ya se tomó una resolución administrativa, por la cual ya se ha puesto en 
marcha el mecanismo. Creo que este es un elemento más a la hora de presentar la información. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Yo hubiera ido a la reunión de la Comisión de Senado, porque si a veces 
podemos agilizar algunos aspectos del bicameralismo... No pienso hacer tanta cuestión. El temo lo 
discutimos antes con el Senador Santoro, quien era un acérrimo defensor del bicameralismo. Por 
adhesión a los demás compañeros de la Comisión -sabía que algunos tenían una posición tomado en ese 
sentido-, me pareció que no correspondía que fuera solo a la Comisión de Senado. 


SEÑOR MIERES.- Quiero dejar constancia de que yo no fui por la misma razón que se expresó. Me 
pareció que después de una negativa por parte del CODICEN de venir a la Comisión de la Cámara de 
Diputados no correspondía que fuera a discutir el mismo tema en la Comisión de Senado. Por lo tanto, 
mociono que esta parte de la versión taquigráfica del día de hoy sea enviada al CODICEN, junto con 


una nota de la señora Presidenta, invitándolos nuevamente a venir. En función de la respuesta, 
tomaremos los caminos correspondientes. 


SEÑOR ARREGUI.- Acompaño el malestar que se ha expresado aquí. En forma expresa no concurrí a 
la reunión del Senado a los efectos de que haya respeto hacia esta Comisión. Más allá de aceptar que es 
posible concurrir a otra Comisión, el problema es que esto se enmarca en una actitud del CODICEN 
de no querer venir a la Comisión de Educación y Cultura de Diputados. Señalo expresamente el 
malestar que tiene esta Comisión y, si a los integrantes que estamos aquí se nos priva de esta 
posibilidad, el otro camino es ir al plenario de la Cámara. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengo una solicitud de la señora Diputada Percovich relacionada con una 
situación que se dio en el Instituto Nacional del Menor referente a la aprobación de una reestructura 
que se estaba manejando. En la última sesión de Directorio, la reestructura se aprobó dándose una 
situación un poco atípica. La reestructura sale con el voto en contra de la Directora, la abstención de 
uno de los Directores, y el voto a favor del Presidente, que tiene doble voto. Entonces, en realidad, se 
aprobó por el voto del Presidente. Nos parece que esta no ha sido la mejor forma de aplicar una 
reestructura en una institución muy sensible que, entre otras cosas, tiene que adaptarse a la 
Convención de los Derechos del Niño. La compañera legisladora -que estaba muy preocupada- quien 
habla y algunos compañeros más, visto que el Instituto Nacional del Menor se remite jerárquicamente 
al Poder Ejecutivo a través del Ministro de Educación y Cultura, entendimos que esta era la Comisión 
para invitar al señor Presidente del INAME. Además, sabemos que se está yendo de viaje y cuando 
vuelva se retirará del cargo para dedicarse a la actividad política. Por lo tanto, nos parece importante 
que, previo a todo eso, venga a la Comisión parlamentaria para explicar sobre un episodio que 
realmente llamó mucho la atención a todo nivel. 


SEÑOR MIERES.- Hoy hablé en el mismo sentido con el señor Diputado Díaz Maynard en la 
Comisión Especial de Pobreza. Está bien lo que plantea la señora Presidenta en cuanto a la vinculación 
del INAME con el Ministerio de Educación y Cultura, pero sería bueno invitar a los miembros de la 
Comisión Especial de Pobreza para que participen de la sesión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


